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EN LA UNIDAD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL CONSEJO NACIONAL DE LA PRIMERA INFANCIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA (CONAPINA): San Salvador, a las ocho horas treinta minutos del día veintisiete de marzo de dos mil veintitrés.

[bookmark: _GoBack]El presente expediente, inicia con dos solicitudes de acceso a la información, presentada vía correo electrónico, el día dieciséis de marzo del presente año, formulada por parte del *************************; quien solicita la siguiente información: 

En la solicitud número uno lo siguiente: 
1) Número de adolescentes detenidos bajo medida de internamiento provisional desde el 1 de abril de 2022 hasta el 16 de marzo del 2023, desagregados por edad, sexo, departamento y delito por el que se encuentran detenidos; 
2) Número de adolescentes detenidos bajo medida de internamiento definitivo desde el 1 de abril de 2022 hasta el 16 de marzo del 2023, desagregados por edad, sexo, departamento y delito por el que se encuentran detenidos;

En la solicitud numero dos lo siguiente: 
1) Número de medidas de protección dictadas a favor de niñas, niños y adolescentes desde el 1 de abril del 2022 al 16 de marzo de 2023, que hayan dejado de convivir con sus padres o madre a causa de la privación de libertad dentro del régimen de excepción de ambos o alguno de éstos, desagradados por edad, sexo, departamento y tipo de medida otorgada. 

I. CONSIDERANDO. 

Con base en las atribuciones de las letras d), i) y j) del artículo 50 de la Ley de Acceso a la Información Pública le corresponde al Oficial de Información realizar los trámites internos necesarios para la localización y entrega de la información solicitada, resolver sobre las solicitudes de acceso a la información que se reciben y notificar a los particulares. 

Que, el art. 69 de la Ley de Acceso a la Información Pública establece que el Oficial de Información es el vínculo entre la Institución Pública y el solicitante, por ser quien realiza las gestiones necesarias para facilitar el acceso a la información pública.

Que de conformidad a los arts. 65 y 72 de la LAIP, las decisiones de los entes obligados deben entregarse por escrito al solicitante, haciendo mención de una breve fundamentación suficiente y establecer los razonamientos de una decisión sobre el acceso a la información. 

II. FUNDAMENTACIÓN. 

Siendo el derecho al acceso a la información pública, una categoría fundamental que el Estado debe potenciar y garantizar a la población en general, a fin de consolidar un auténtico régimen de ética en el ejercicio de la institucionalidad democrática del Estado Salvadoreño, que permita la correcta y eficiente administración de los recursos públicos, la divulgación del que hacer público y la transparencia en la actuación de los funcionarios públicos, en virtud del principio de máxima publicidad, regulado en el literal a) del artículo 4 de la Ley de Acceso a la Información Pública; la información en poder de los entes obligados es pública y su difusión irrestricta, salvo expresas excepciones señaladas en la Ley.

Conforme lo anterior expuesto y con el propósito de dar respuesta, se requirió a las Unidades de Protección de Derechos Individuales y de Programas, para que recopilara la información, verificara su clasificación y comunicara la forma en que se encuentra disponible la documentación.

De parte de la Unidad de Programas se ha recibido Memorando número UDP/115/2023, por medio del cual da respuesta a los requerimientos planteados y es la siguiente: 

· Al respecto, tengo a bien informarle que de conformidad al artículo 42 literal “c” de la Ley Penal Juvenil, corresponde a los Juzgados de Menores decretar las medidas conductuales conducentes a la formación integral de las y los adolescentes en conflicto con la Ley, dentro de las cuales se encuentra la medida de internamiento la cual puede ser aplicada de forma provisional o definitiva según lo establecidos por los artículos 8 literal “f” y 9 inciso segundo del cuerpo legal. 

· Debido a lo anterior la información relacionada a las medidas de internamiento provisionales o definitivas debe ser solicitada a los Juzgados que dictaron la medida y no al CONAPINA quien de conformidad al artículo 132 de la Ley Crecer Juntos para la Protección Integral de la Primera Infancia, Niñez y Adolescencia, en adelante LCJ le corresponde la ejecución de programas y mecanismos que garanticen al adolecente con responsabilidad penal el ejercicio de sus derechos, su protección integral, la construcción de un proyecto de vida y su integración social. 

· Con respecto al número de medidas de protección dictadas, tengo a bien informar que de conformidad a lo establecido por los articulo 204 y 205 de la LCJ, corresponde a las Juntas de Protección de la Niñez y de la Adolescencia conocer en su ámbito de competencia, de oficio o a petición de parte, de las amenazas o violaciones individualizadas de los derechos de las niñas, niños y adolescentes y dictar y velar por la aplicación de las medidas de protección que sean necesarias para proteger los derechos amenazados o violados, por tanto, la referida información debe ser solicitada a tales órganos administrativos a través de la Unida de Defensa de Derechos Individuales del CONAPINA. 

De parte de la Unidad de Protección de Derechos Individuales se ha recibido Memorando número UPDI/0256/2023, por medio del cual da respuesta al siguiente requerimiento: 

Número de medidas de protección dictadas a favor de niñas, niños y adolescentes desde el 1 de abril del 2022 al 16 de marzo de 2023, que hayan dejado de convivir con sus padres o madre a causa de la privación de libertad dentro del régimen de excepción de ambos o alguno de éstos, desagradados por edad, sexo, departamento y tipo de medida otorgada. 
R/ Sobre el particular, cabe señalar que las competencias de las Juntas de Protección van orientada a recibir denuncia, aviso de amenazas o vulneraciones de carácter individual a niñas, niños y adolescentes indistintamente la tipología de estas, motivo por el cual no se cuenta con la información generada de la forma requerida. 

El Art. 68 de la LAIP establece que los interesados tendrán derecho la asistencia para el acceso a la información y al auxilio en la elaboración de las solicitudes, si así lo pide. Cuando una solicitud de información sea dirigida a un ente obligado distinto del competente, éste deberá informar al interesado la entidad a la que debe dirigirse. En ese sentido, lo solicitado no es administrado, ni tampoco generado, ni tampoco está en poder de la institución, por ende, debe presentar su petición de información ante la Oficial de Información en relación a los requerimientos uno y dos de la primera solicitud, a la Corte Suprema de Justicia (CSJ); para que le tramiten su solicitud y le resuelvan. 

En relación al tercer requerimiento de la segunda solicitud es de informar que la información no se encuentra en poder de la institución debido a que no es generada ni administrada, por lo que de conformidad a lo establecido en el artículo 73 de la Ley de Acceso a la Información Pública, establece que cuando la información sea inexistente, el Oficial de Información analizará el caso y tomara las medidas pertinentes para localizarla; lo anterior se trae a cuenta que la suscrita Oficial de Información constato la búsqueda de la información y se confirma su inexistencia, ya que no existen medidas que puedan adoptarse para facilitar la documentación requerida, por no haber sido esta generada. 

POR TANTO: Con base en las disposiciones legales citadas, los argumentos expuestos y conforme lo establecido en los Artículos 50 literal d), 65, 66, 68, 69, 71, 72 y 73 de la Ley de Acceso a la Información Pública, Art. 5 y 49 del Reglamento correspondiente, se RESUELVE: 

DECLÁRESE La incompetencia para los requerimientos 1 y 2 de la primera solicitud interpuesta. 

ORIÉNTESE al peticionario, a que haga uso de su Derechos de Acceso a la Información Pública en la Unidad de Acceso a la Información Pública de la Corte Suprema de Justicia, ubicada en 2° nivel, Edificio de Oficinas Administrativas y Jurídicas, CSJ, frente a Medicina Legal, o través de la dirección electrónica uaip@oj.gob.sv; dirigida al Licenciado Giovanni Alberto Rosales Rosagni, Oficial de Información. 

DECLARESE la inexistencia del tercer requerimiento de la segunda solicitud interpuesta, por el motivo antes expresado. 

Notifíquese en el medio y forma señalado para tales efectos. 





Laura Lisett Centeno Zavaleta
Oficial de Información
CONAPINA
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